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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Proceso:
Acción de tutela segunda instancia
Radicación:
66001 31 87 003 2018 00060 01

Accionante:
Luis Gonzaga Flórez Villada Vs. Colpensiones
Asunto:

Revoca – Concede amparo 
TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN / TÉRMINOS PARA RESPONDER / DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL / NATURALEZA FUNDAMENTAL.
Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (…)
… la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. (…)
La Corte Constitucional ha definido la naturaleza del derecho a la seguridad social, con fundamento en el artículo 48 Superior, al establecer que se debe garantizar a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social[16] y en especial los derechos pensionales. En efecto, como se indicó en la Sentencia T-250 de 2015[ “el amparo de los derechos sociales fue admitido por esta Corporación desde el año 1992[18], inicialmente bajo la tesis de la “conexidad”, al demostrarse un nexo inescindible entre el derecho social y un derecho fundamental[19]. Sin embargo, la jurisprudencia constitucional abandonó el análisis del carácter fundamental de los derechos sociales a partir de argumentaciones ajenas a la naturaleza propia del derecho como lo proponía la tesis de la conexidad[20], para afirmar que todos los derechos constitucionales son fundamentales, y aquellos que tienen una faceta esencialmente prestacional son susceptibles de protegerse por vía de tutela,
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el accionante, señor Luis Gonzaga Flórez Villada, a través de apoderado judicial, frente al fallo proferido el 21 de agosto de 2018 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de COLPENSIONES al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, igualdad, acceso a la seguridad social y debido proceso.
2. ANTECEDENTES
2.1. El señor Luis Gonzaga Flórez Villada nació el 22 de febrero de 1962, tiene 56 años de edad. 
El 2 de abril de 2018 radicó ante Colpensiones solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral. 
Refirió que han transcurrido más de 60 días desde que se radicó la solicitud ante la accionada la cual, por su retardo injustificado para fijar fecha y proceder a la calificación deprecada está vulnerando el derecho de petición y acceso a la seguridad social. 
Por lo anterior solicitó que se tutelen los derechos invocados y se ordene a Colpensiones que proceda a expedir cita para la calificación de pérdida de capacidad laboral solicitada. 

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 10-12). 
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1.  COLPENSIONES

Refirió que la Dirección de Medicina Laboral de la entidad informó al actor mediante oficio del 26 de abril de 2018 sobre la necesidad de allegar documentos adicionales a su solicitud los cuales nunca fueron aportados, por lo que mediante comunicación del 23 de mayo de 2018 se informó al actor que en aplicación de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 se cerró la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, sin perjuicio de que se pueda solicitar nuevamente con toda la documentación necesaria requerida para el caso. Por tal razón solicitó declarar improcedente la acción de tutela (Fls. 16-19).

Adjuntó copia de la respuesta a la acción de tutela enviada al accionante y de las comunicaciones a las que hizo referencia del 26 de abril y 23 de mayo de 2018 (Fls. 20-26).

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 21 de agosto de 2018,  el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad resolvió negar las pretensiones del accionante por ser un hecho superado y en consecuencia haber desaparecido su objeto por considerar que la entidad accionada respondió al derecho de petición de manera clara aunque no en el sentido pretendido, pues fue el accionante el que no aportó lo pedido en el término legal establecido lo cual dio lugar a la figura jurídica del desistimiento tácito (Fls. 27-29)

El apoderado del señor Luis Gonzaga Flórez Villada fue notificado del anterior fallo mediante correo electrónico del 22 de agosto de 2018 (Fl. 30).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 27 de junio de 2018, el accionante través de apoderado allegó un escrito en donde manifestó que ni el señor Flórez Villada ni por parte de su oficina se tuvo conocimiento de la respuesta allegada por la entidad accionada, lo que implica y evidencia el que no se cumpliera lo solicitado, máxime si fue el interesado el que acudió a la vía administrativa para los fines de calificación de pérdida de capacidad laboral. 

Agregó que no se tiene conocimiento de alguna constancia de que el a quo verificara la información aportada por parte de la entidad accionada, la cual tampoco se constató con el accionante ni con su apoderado.

Discurrió que ante el desconocimiento de la información que aportó Colpensiones surge la necesidad de que el juez de segunda instancia tutele los derechos invocados y proceda a ordenar la calificación con la historia clínica aportada inicialmente sin tener que iniciar un nuevo trámite que sometería al solicitante a un tiempo de espera largo y tedioso que su estado de salud no le permite. Por lo tanto, solicitó que se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se amparen los derechos fundamentales invocados mediante orden a Colpensiones para que proceda a asignar cita de calificación de pérdida de capacidad laboral como fue solicitada el 2 de abril de 2018 (Fls. 31-32)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)

Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
6.4.1. La Corte Constitucional ha definido la naturaleza del derecho a la seguridad social, con fundamento en el artículo 48 Superior, al establecer que se debe garantizar a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social[16] y en especial los derechos pensionales. En efecto, como se indicó en la Sentencia T-250 de 2015[ “el amparo de los derechos sociales fue admitido por esta Corporación desde el año 1992[18], inicialmente bajo la tesis de la “conexidad”, al demostrarse un nexo inescindible entre el derecho social y un derecho fundamental[19]. Sin embargo, la jurisprudencia constitucional abandonó el análisis del carácter fundamental de los derechos sociales a partir de argumentaciones ajenas a la naturaleza propia del derecho como lo proponía la tesis de la conexidad[20], para afirmar que todos los derechos constitucionales son fundamentales, y aquellos que tienen una faceta esencialmente prestacional son susceptibles de protegerse por vía de tutela, una vez se han definido por el Legislador o la administración en los distintos niveles, las prestaciones debidas de forma clara y precisa, de manera que constituyan derechos subjetivos de aplicación directa[21]. En materia del derecho a la seguridad social, esa Corporación estableció que
:

 

“(…) una vez ha sido provista la estructura básica sobre la cual ha de descansar el sistema de seguridad social, lo cual, además de los elementos ya anotados –prestaciones y autoridades responsables-; a su vez supone el establecimiento de una ecuación constante de asignación de recursos en la cual están llamados a participar los beneficiarios del sistema y el Estado como último responsable de su efectiva prestación; la seguridad social adquiere el carácter de derecho fundamental, lo cual hace procedente su exigibilidad por vía de tutela (…)”[22]
6.4.2. En la Sentencia T-142 de 2012
, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. (Subrayado propio).

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO
6.5.1. El señor Luis Gonzaga Flórez Villada acudió a la acción de tutela con el fin de que se le proteja sus derechos fundamentales de petición, igualdad, seguridad social y debido proceso, los que consideró vulnerados por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en atención a que no ha resuelto de fondo su petición de calificación de pérdida de capacidad laboral.  
6.5.2. Dentro de las pruebas allegadas con la demanda de tutela se encuentra la petición elevada por el señor Flórez Villada ante Colpensiones fechada 2 de abril de 2018 en la cual se puede observar que la dirección para notificaciones se fijó en la calle 20 No. 6-30 oficina 1103 sector centro de la ciudad de Pereira (Fl. 12).

6.5.3.  Por su parte, Colpensiones informó al juzgado de primer grado que había respondido al señor Flórez Villada su solicitud mediante oficios BZ2018_3555277-1241588 del 26 de abril de 2018, y por lo tanto solicitó que se declarara un hecho superado dentro de la presente actuación (Fls. 15-19).  Al respecto, se pudo verificar que Colpensiones en las mencionadas respuestas, primero le puso de presente al accionante que revisada la solicitud se estableció que es imprescindible que la complementara aportando valoración menor a seis meses por psiquiatría, ortopedia con goniometría completa del carpo, neumología y espirometría actualizada. Y segundo, le informó que como los documentos requeridos no fueron aportados se cerró el trámite solicitado en aplicación del artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 (Fls. 24- 26).
6.5.4. Al analizar los oficios allegados, si bien se pudo determinar que en los mismos se ofrece al accionante una respuesta a su solicitud en el entendido que se fija el trámite necesario para proceder a la calificación de pérdida de capacidad laboral, también es cierto que los mismos fueron remitidos a la dirección “CS 3 09 BR JARDÍN BELALCÁZAR CALDAS”   la cual no guarda relación con los datos aportados en la petición del 2 de abril de 2018. Aunado a ello, no existe en el dossier constancia alguna de remisión de los oficios con los cuales se pretendía dar respuesta y mucho menos certificado o guía con sello de recibido por parte de la empresa de correos oficial que utilice la entidad. 
6.5.5. Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que COLPENSIONES no ha atendido la solicitud del accionante, pues más allá de la existencia de unos documentos mediante el cual se responde la petición elevada no existe prueba alguna de que los mismos se pusieran en conocimiento del solicitante, lo que significa que la determinación en el sentido de cerrar el trámite invocado por desistimiento tácito no ha sido congruente si se tiene en cuenta que el accionante no tuvo la oportunidad de conocer el requerimiento para que complementara su petición, lo que no solo vulnera el derecho fundamental del petición del señor Flórez Villada sino el de la seguridad social.  Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-040 de 2014 advirtió lo siguiente:
“…que cuando se ponen en conocimiento de la entidad administradora, hechos que tienen relevancia o incidencia directa en el reconocimiento de la prestación económica y no son atendidos diligentemente, a pesar de tratarse de situaciones que la entidad misma está en la posibilidad y en el deber de verificar, como la existencia de semanas cotizadas en periodos determinados, se produce una vulneración al debido proceso, en cuanto se adopta una decisión que no consulta la totalidad de los pedimentos y las circunstancias fácticas expuestas por el asegurado, esto es, surgiría una decisión incongruente por parte de la administración. La conclusión a la que se llegó en dicha oportunidad es que los procesos administrativos en materia de seguridad social exigen a quienes los administran una especial atención en la resolución de solicitudes con base en información fidedigna, y en los hechos sobre los cuales se solicita el reconocimiento del derecho pensional, tales como la existencia de periodos cotizados no registrados en el expediente pensional y la inexactitud o actualización de ésta. La omisión total o parcial de ésas circunstancias incide negativamente contra el debido proceso, cuyo desconocimiento puede redundar contra otros derechos, como el mínimo vital o el derecho a la seguridad social, casos en los cuales procede la acción de tutela.”
6.5.6. Por lo tanto, COLPENSIONES no ha cumplido con su obligación como entidad administradora de pensiones, toda vez que el accionante continúa sin lograr el acceso al proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral, como primer requisito para determinar la posibilidad de acceder a una pensión de invalidez puesto que, se reitera, no es suficiente con que exista una respuesta a lo pretendido sino que la misma se debe poner en conocimiento del peticionario para que, en este caso, pueda complementar la documentación anexa como le fue requerido.  De tal manera, que la accionada se ha apartado de las normas y procedimientos legales que le asiste, pues le está trasladando injustificadamente al peticionario las fallas o deficiencias en el trámite de notificación de sus pronunciamientos.
 
6.5.7.  Por lo anterior, se tutelará el derecho fundamental de petición al señor LUIS GONZAGA FLÓREZ VILLADA y en tal virtud, se ordenará a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones que ponga en conocimiento del accionante la respuesta del 26 de abril de 2018, como quiera que la notificación de cierre del trámite del 23 de mayo de 2018 es consecuencia de la presunta omisión del accionante en cuanto al requerimiento para que complementara su petición. 

6.5.8.  De todos modos, esta Sala debe precisar al accionante que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)
Por lo antedicho no se accederá a lo solicitado en la alzada en el sentido de disponer que Colpensiones proceda a calificar la pérdida de capacidad laboral del señor Flórez Villada únicamente con los documentos anexos en la primera solicitud puesto que es necesario que la calificación en tal sentido sea integral con el fin de determinar con el mayor grado de certeza el porcentaje de pérdida de capacidad laboral que dará lugar al posible reconocimiento de la correspondiente pensión de invalidez y, si es del caso, el monto de las mesadas pensionales. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida 21 de agosto de 2018 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad dentro de la acción tutela interpuesta por el señor Luis Gonzaga Flórez Villada en contra de COLPENSIONES. En su lugar, se TUTELAN los derechos fundamentales invocados de petición y seguridad social.
SEGUNDO: ORDENAR a COLPENSIONES que en el término cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la notificación de esta providencia notifique al señor Luis Gonzaga Flórez Villada de la respuesta del 26 de abril de 2018 correspondiente a su solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral del 2 de abril de 2018, con el fin de que pueda aportar los documentos requeridos. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� SU- 975 de 2003. 


� T-1128 de 2008.


� Sentencia T-037 de 2017


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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